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RECURSO DE RECLAMACIÓN: 
1098/2026 

 
ORIGEN: 
[No.1]_ELIMINADA_la_información_corr

espondiente_a_una_persona_relacionad
a_con_un_procedimiento_administrativo
_[76]JUICIO EN LÍNEA: 

[No.2]_ELIMINADA_la_información_corr
espondiente_a_una_persona_relacionad
a_con_un_procedimiento_administrativo

_[76] 
 
ACTOR: 

[No.3]_ELIMINADO_el_nombre_complet
o_[1]  
AUTORIDAD DEMANDADA 

(RECURRENTE):  
SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUA 
POTABLE Y ALCANTARILLADO 

(S.I.A.P.A.) 
 
MAGISTRADA PONENTE: 

FANY LORENA JIMÉNEZ AGUIRRE 
 

GUADALAJARA, JALISCO, A 03 TRES DE JUNIO DEL AÑO 2026 

DOS MIL VEINTISÉIS. 

 

V I S T O S los autos para resolver el recurso de Reclamación que hace 

valer la parte demandada en el Juicio en Materia Administrativa: 

[No.4]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], y;  

 

R E S U L T A N D O 

 

1.- Mediante Recurso de Reclamación planteado el día 13 trece de abril 

del año 2026 dos mil veintiséis, promovido por la Parte demandada SISTEMA 

INTERMUNICIPAL DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO (S.I.A.P.A.); en contra 

del proveído de fecha 25 veinticinco de marzo del año 2026 dos mil veintiséis, en el 

cual se admite la demanda dentro del juicio en materia administrativa 

[No.5]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76]. 
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2.- Con oficio 4107/2026 presentado ante esta Tercera Ponencia, el 

Secretario General de Acuerdos de este Órgano Jurisdiccional informó que en acuerdo 

de fecha 20 veinte de mayo del 2026 dos mil veintiséis, dictado en la Novena Sesión 

Ordinaria de esta Sala Superior, se dio cuenta del distinto oficio 455/2026, suscrito por 

la titular de la Quinta Sala Unitaria, mediante el cual remite constancias del juicio en 

materia administrativa 

[No.6]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], por lo que se designó como Ponente a la 

Magistrada FANY LORENA JIMÉNEZ AGUIRRE, Mesa 4, para pronunciar el proyecto 

de resolución correspondiente, ordenando girar el oficio en mención, formar el presente 

Expediente de Recurso de Reclamación 1098/2026, y remitir los presentes autos. 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

I.- COMPETENCIA. La competencia de la Sala Superior de este Tribunal 

para conocer y resolver el presente recurso de reclamación, encuentra su fundamento 

en lo previsto por los artículos 65 y 67, de la Constitución Política de la Entidad, 7, 8 

numeral 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado, y 89 al 95 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado. 

 

II. PROCEDENCIA. El recurso de reclamación es procedente, al 

interponerse en contra del acuerdo que admite la demanda, hipótesis que es acorde a 

lo dispuesto en la fracción I del artículo 89 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco. 

 

III. OPORTUNIDAD.  El medio de defensa se promovió en oportunidad, al 

tenor del artículo 89, primer párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, ya 

que el acuerdo recurrido le fue notificado mediante boletín electrónico el 13 trece de 

abril del año 2026 dos mil veintiséis.  

 

Por tanto, si de conformidad con el artículo 12 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, la notificación surtió sus efectos al tercer día hábil 

siguiente a aquél en que se haya realizado la publicación (08 ocho de abril del año 2026 

dos mil veintiséis); es fácil concluir que el recurso de apelación, al haberse presentado 
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en oportunidad, toda vez que el término para su interposición corrió del 09 nueve de 

abril al 15 quince de abril del año 2026 dos mil veintiséis. 

 

Para lo cual, no se contabilizaron los sábados y domingos, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 20, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco.  

 

IV. LEGITIMACIÓN. El recurso de reclamación se interpuso por parte 

legítima, toda vez que el pliego de agravios fue presentado por la autoridad demandada, 

parte procesal que en términos del artículo 89, ibidem, tiene interés en que sea revocado 

el sentido de la resolución controvertida. 

 

V. RESOLUCIÓN RECURRIDA. Acuerdo de veinticinco de marzo de dos 

mil veintiséis, dictado por el Magistrado Presidente de la 

[No.7]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, dentro del expediente 

[No.8]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], mediante el cual, sustancialmente: 

 

a) Se tuvo por cumplido el requerimiento formulado a la parte actora y, 

en consecuencia, se admitió la demanda de nulidad, ordenándose su registro en el 

Libro de Gobierno bajo el citado número de expediente. 

 

b) Se reconoció el carácter de autoridades demandadas al Sistema 

Intermunicipal de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado (SIAPA), así como a la 

Sección de Grandes Consumidores del propio organismo. 

 

c) Se tuvieron como actos administrativos impugnados, entre otros, las 

órdenes de corte del servicio de agua potable, los tapones de drenaje y corte del 

suministro, las determinaciones de crédito fiscal por derechos de aprovechamiento de 

servicios de agua potable y alcantarillado, así como el retiro de medidores, relacionados 

con diversas cuentas contrato. 

 



                            RECURSO DE RECLAMACIÓN 1098/2026 

 
 

 
 
 
 
 

___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado de Jalisco 

d) Se admitieron los medios de convicción ofertados por la parte actora, 

particularmente las pruebas documentales, presuncional e instrumental de actuaciones, 

reservándose el desahogo de las pruebas de inspección judicial. 

 

Resolución de la que resulta innecesaria su transcripción, dado que tal 

omisión en nada agravia al recurrente, si en el presente fallo se realiza un examen de 

los fundamentos y motivos que sustentan la resolución recurrida a la luz de los preceptos 

legales y a la de los agravios esgrimidos. 

 

Al respecto encuentra aplicación analógica, la tesis emitida por el entonces 

Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 406, Tomo IX, 

Semanario Judicial de la Federación, abril de 1992, Octava Época, que dice: 

 

"ACTO RECLAMADO. NO ES NECESARIO TRANSCRIBIR SU CONTENIDO EN 

LA SENTENCIA DE AMPARO.—De lo dispuesto por el artículo 77, fracción I, de 

la Ley de Amparo, sólo se infiere la exigencia relativa a que las sentencias que se 

dicten en los juicios de amparo contengan la fijación clara y precisa de los actos 

reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tener o no por 

demostrada su existencia legal, pero no la tocante a transcribir su contenido 

traducido en los fundamentos y motivos que los sustentan, sin que exista precepto 

alguno en la legislación invocada, que obligue al juzgador federal a llevar a cabo 

tal transcripción, y además, tal omisión en nada agravia al quejoso, si en la 

sentencia se realizó un examen de los fundamentos y motivos que sustentan los 

actos reclamados a la luz de los preceptos legales y constitucionales aplicables, y 

a la de los conceptos de violación esgrimidos por el peticionario de garantías." 

 

VI. ESTUDIO DE LOS AGRAVIOS.  Previo al análisis correspondiente, se 

estima necesario sintetizar los motivos de inconformidad hechos valer por la parte 

recurrente, a fin de delimitar la litis del presente recurso. 

 

Agravio primero. Improcedencia del juicio por consentimiento tácito de los 

actos impugnados, la parte recurrente sostiene, esencialmente, que el acuerdo recurrido 

es ilegal porque la Sala Unitaria admitió indebidamente la demanda, sin advertir que, 

desde su óptica, se actualiza una causal manifiesta de improcedencia prevista en el 

artículo 29, fracción IV, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, 

consistente en la existencia de consentimiento tácito de los actos administrativos 

impugnados. 
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Aduce que la parte actora dirigió su demanda en contra de las 

determinaciones de crédito fiscal por la prestación de servicios de agua potable y 

alcantarillado, contenidas en el recibo oficial y/o estado de cuenta expedido por el 

SIAPA; sin embargo, afirma que tales actos fueron consentidos tácitamente, dado que 

el actor omitió interponer el recurso de revisión previsto en los artículos 133, 134, 135, 

136 y 137 de la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco, dentro del 

plazo legal de veinte días hábiles. 

 

Sostiene que, conforme al marco normativo invocado, el recurso de 

revisión constituye un medio ordinario de defensa contra actos administrativos que 

impongan sanciones o afecten derechos de los particulares, razón por la cual la falta de 

agotamiento de dicho medio genera consentimiento del acto y, por ende, la 

improcedencia del juicio administrativo. 

 

En ese contexto, refiere que la Sala Unitaria debió desechar de plano la 

demanda, en lugar de admitirla, al advertir desde el auto inicial la actualización de la 

causal de improcedencia alegada. 

 

Agravio segundo. Indebida admisión de pruebas por deficiencia en su 

ofrecimiento, asimismo, la recurrente controvierte la legalidad del acuerdo recurrido en 

la parte en que fueron admitidas las pruebas ofrecidas por la actora, particularmente 

aquellas relacionadas con la inspección judicial. 

 

Argumenta que el escrito inicial de demanda incumple con las exigencias 

previstas en los artículos 35 y 36 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco, así como del numeral 295 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Jalisco de aplicación supletoria, pues la actora omitió relacionar de manera concreta y 

específica los medios de prueba con los hechos controvertidos cuya acreditación 

pretendía, limitándose a ofrecerlas de forma genérica. 

 

Refiere que, tratándose de pruebas, el oferente tiene la carga procesal de 

precisar qué hechos pretende demostrar y la forma en que cada medio probatorio se 
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vincula con la litis, a efecto de que el órgano jurisdiccional esté en posibilidad de analizar 

su pertinencia, idoneidad y relación con los hechos materia de controversia. 

 

Por ello, estima que la Sala Unitaria no debió admitir las pruebas ofertadas, 

al no satisfacerse los requisitos mínimos para su admisión, lo que, desde su perspectiva, 

genera agravio al recurrente. 

 

VII. CALIFICACIÓN DE LOS AGRAVIOS.  El agravio identificado como 

primero, en el que la autoridad recurrente sostiene que la Sala Unitaria admitió 

indebidamente la demanda al actualizarse una causal de improcedencia derivada del 

supuesto consentimiento tácito de los actos impugnados, al no haberse agotado 

previamente el recurso de revisión previsto en la Ley del Procedimiento Administrativo 

del Estado de Jalisco, deviene infundado, por las consideraciones que enseguida se 

exponen. 

 

La parte recurrente parte de la premisa de que la actora se encontraba 

jurídicamente obligada a interponer el recurso de revisión contemplado en la Ley del 

Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco antes de acudir al juicio 

administrativo, de tal suerte que la omisión de agotar dicho medio ordinario de defensa 

implicó consentimiento tácito de los actos reclamados y, por ende, actualizó una causal 

manifiesta de improcedencia que obligaba a la Sala Unitaria a desechar de plano la 

demanda desde el auto inicial. 

 

Sin embargo, dicha construcción argumentativa no resulta jurídicamente 

sostenible, en principio, conviene recordar que el acuerdo recurrido constituye un auto 

admisorio de demanda, cuya naturaleza jurídica no implica un pronunciamiento definitivo 

sobre la procedencia de la acción intentada ni sobre la actualización de causales de 

improcedencia, sino únicamente una determinación preliminar respecto de si, de manera 

inicial, se satisfacen los requisitos mínimos para permitir la instauración de la relación 

jurídico-procesal. 

 

Lo anterior adquiere relevancia porque, tratándose del análisis de 

improcedencia en etapa inicial, el órgano jurisdiccional únicamente puede desechar de 

plano cuando la causal resulte notoria, manifiesta e indudable, es decir, cuando su 
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actualización derive de manera palmaria de la sola lectura de la demanda y de los 

documentos exhibidos, sin necesidad de interpretación, valoración adicional o 

integración del contradictorio. 

 

Ello encuentra sustento en el propio diseño normativo de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, pues el artículo 41 establece que la demanda podrá 

desecharse cuando aparezca de forma evidente una causal de improcedencia; de ahí 

que el estándar exigible para impedir el acceso a la jurisdicción sea necesariamente 

estricto, dado que una determinación de tal magnitud restringe el derecho de tutela 

judicial efectiva. 

 

Bajo esa lógica, no asiste razón a la recurrente cuando afirma que la 

improcedencia era patente desde el momento de la admisión. 

 

Se explica; la recurrente sostiene que los actos impugnados quedaron 

consentidos porque la actora no interpuso el recurso de revisión previsto en la Ley del 

Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco, particularmente el regulado en los 

artículos 133 al 137 de dicho ordenamiento. Sin embargo, tal afirmación presupone, sin 

demostrarlo de manera suficiente, que el referido medio de defensa constituía un 

requisito obligatorio de definitividad para acceder al juicio administrativo, cuestión que 

no puede tenerse por acreditada de manera automática ni apriorística. 

 

En efecto, el artículo 133 de la Ley del Procedimiento Administrativo del 

Estado de Jalisco dispone: 

 

“Artículo 133. Los actos y resoluciones de las autoridades administrativas que pongan 

fin al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, podrán 

ser impugnados por los interesados mediante el recurso de revisión…” 

 

La porción normativa transcrita resulta particularmente relevante, pues el 

legislador utilizó la expresión “podrán ser impugnados”, lo cual revela, en una 

interpretación gramatical y sistemática, una facultad de opción para el gobernado, mas 

no una carga procesal invariable cuyo incumplimiento produzca, por sí mismo, el 

consentimiento de los actos administrativos. 



                            RECURSO DE RECLAMACIÓN 1098/2026 

 
 

 
 
 
 
 

___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado de Jalisco 

 

Dicho de manera sencilla, pero jurídicamente precisa: el hecho de que 

exista un recurso administrativo no significa automáticamente que el ciudadano esté 

obligado a agotarlo antes de acudir al Tribunal. La ley debe decir de manera clara y 

expresa que dicho recurso es obligatorio o que constituye un requisito de definitividad; 

de lo contrario, no puede concluirse, sin mayor razonamiento, que la falta de 

interposición implique consentimiento tácito. 

 

Máxime que, en el caso concreto, los actos impugnados no se 

circunscriben únicamente a una determinación económica o crédito derivado de la 

prestación del servicio de agua potable, sino que del propio auto recurrido se advierte 

que también se controvierten órdenes de corte del suministro, tapones de drenaje, retiro 

de medidores y actos materiales de ejecución, lo cual exigía un análisis más detenido 

sobre la naturaleza jurídica de cada acto y el medio de defensa procedente respecto de 

cada uno de ellos, circunstancia que impide considerar que la improcedencia fuera 

evidente desde el inicio del juicio. 

 

Aunado a lo anterior, y aun concediendo sin admitir que pudiera sostenerse 

la postura de la recurrente en torno a la eventual procedencia del recurso de revisión, lo 

cierto es que ello tampoco conduciría a estimar ilegal el acuerdo recurrido. 

 

Se afirma lo anterior porque, incluso bajo ese escenario hipotético, la 

actualización de la causal de improcedencia alegada no era manifiesta ni indudable al 

momento de dictarse el auto admisorio. 

 

Esto es así, ya que determinar si existió o no consentimiento tácito 

requería, necesariamente, corroborar diversos extremos: la naturaleza exacta de los 

actos impugnados; la temporalidad de su conocimiento; la fecha cierta de notificación o 

cognición; la procedencia del recurso invocado respecto de cada acto concreto; e incluso 

si existían excepciones a la regla de definitividad. Todo ello evidencia que el estudio 

planteado exigía un examen jurídico que rebasa el umbral de análisis propio de un 

acuerdo inicial. 
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En otras palabras, la Sala Unitaria no estaba frente a una improcedencia 

evidente, sino frente a una cuestión debatible que requería sustanciación y, 

eventualmente, un análisis más profundo dentro del procedimiento, razón por la cual 

actuó correctamente al privilegiar el acceso a la justicia y admitir la demanda. 

 

No debe perderse de vista que el auto admisorio no prejuzga sobre la razón 

o falta de razón de las partes; simplemente permite que el juicio siga su curso para que, 

una vez integrado el expediente y escuchadas todas las partes, pueda emitirse un 

pronunciamiento informado y jurídicamente completo. 

 

Por tanto, si la improcedencia invocada por la recurrente no aparecía de 

forma clara, directa y concluyente desde el examen preliminar del escrito inicial, 

jurídicamente no existía base para desechar la demanda en la etapa procesal en que se 

encontraba el asunto, consecuentemente, el agravio en estudio resulta infundado. 

 

Calificación del segundo agravio. Por otra parte, el agravio en el que la 

autoridad recurrente sostiene que la Sala Unitaria admitió indebidamente las pruebas 

ofertadas por la parte actora, particularmente la inspección judicial, bajo el argumento 

de que éstas no fueron relacionadas correctamente con los hechos controvertidos, 

deviene igualmente infundado. 

 

La recurrente sostiene, esencialmente, que el escrito inicial incumplió las 

exigencias previstas en los artículos 35 y 36 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, así como del numeral 295 del Código de Procedimientos Civiles del 

Estado de Jalisco de aplicación supletoria, porque la parte actora no precisó 

adecuadamente qué pretendía acreditar con cada medio probatorio. 

 

No le asiste razón, en principio, el artículo 35 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco establece: 

 

“Artículo 35. El actor deberá adjuntar a su demanda las pruebas documentales que 

ofrezca y, tratándose de las demás pruebas, señalará los hechos que pretenda 

demostrar con las mismas…” 
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Asimismo, el artículo 36 del propio ordenamiento dispone: 

 

“Artículo 36. El magistrado instructor admitirá las pruebas ofrecidas que se encuentren 

ajustadas a derecho…” 

 

De una interpretación armónica de ambos preceptos se advierte que, en la 

etapa inicial del procedimiento, el estándar de análisis para admitir pruebas no exige 

una demostración exhaustiva ni acabada de su eficacia probatoria, sino únicamente 

verificar, de manera preliminar, que exista una relación razonable entre el medio de 

convicción ofrecido y los hechos materia de controversia, así como que la prueba no sea 

contraria a derecho. 

 

Explicado de forma simple: cuando una demanda apenas comienza, el 

juzgador no está llamado a decidir si una prueba ya acredita plenamente los hechos o 

si será suficiente para ganar el asunto; únicamente debe verificar si tiene sentido 

admitirla porque podría ayudar a esclarecer lo discutido. 

 

En el caso concreto, del acuerdo recurrido se desprende que la Sala 

Unitaria no realizó una admisión indiscriminada o automática de las pruebas, sino que 

incluso precisó el objeto de las diligencias de inspección judicial, señaló fecha y hora 

para su desahogo, identificó los inmuebles respectivos y delimitó los puntos específicos 

sobre los cuales versaría la inspección. 

 

Ello pone de relieve que el órgano jurisdiccional sí encontró una 

vinculación mínima entre el medio de convicción ofrecido y la controversia sometida a 

su conocimiento, particularmente respecto de la existencia de actos materiales 

vinculados al servicio de agua potable, drenaje, retiro de medidores y demás 

circunstancias físicas relacionadas con los inmuebles señalados. 

 

Pretender, como lo hace la recurrente, que desde el auto inicial se exija un 

nivel de precisión equivalente al análisis de valoración probatoria de sentencia, 

implicaría confundir dos etapas procesales claramente diferenciadas: la admisión y la 

valoración de la prueba. 

 



                            RECURSO DE RECLAMACIÓN 1098/2026 

 
 

 
 
 
 
 

___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado de Jalisco 

La primera únicamente implica permitir el ingreso del medio de convicción 

al proceso cuando exista pertinencia aparente; la segunda ocurre hasta el momento de 

resolver el fondo, una vez desahogadas las pruebas y apreciadas conforme a las reglas 

de la sana crítica. 

 

Por ende, no se advierte ilegalidad alguna en que la Sala Unitaria admitiera 

los medios de prueba ofrecidos por la actora, máxime cuando ello atiende al principio de 

amplitud probatoria y a la finalidad de allegarse de mayores elementos para el 

esclarecimiento de los hechos controvertidos. 

 

En consecuencia, al no acreditarse la indebida admisión de las pruebas 

alegada por la recurrente, el agravio en estudio deviene infundado, y, por ende, lo 

procedente es confirmar el acuerdo recurrido. 

 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA FUNDAMENTAL, 

RENDICIÓN DE CUENTAS Y CONSTRUCCIÓN DE UN ESTADO DEMOCRÁTICO 

DE DERECHO 

 

 Con fundamento en los artículos 6, 16 segundo párrafo, 17 y 116 

fracciones V y IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 70 

fracción XXXVI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 

5 fracciones I y III y último párrafo, y 22 fracciones I, IV, y VIII de la Ley General de 

Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 6, 7 fracciones III, 

IV, VII y VIII, 91 segundo párrafo y 93 de la Ley General  de Responsabilidades 

Administrativas; 8° párrafo 1 fracción VII de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del estado de Jalisco y sus Municipios, 4° párrafo 1 fracciones I y 

III y párrafo 2, y 15 párrafo 1 fracciones I, II, V, y VIII de la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados del estado de Jalisco y sus Municipios; 

y 4 inciso m) de la Ley de Procedimiento Administrativo del estado de Jalisco; se hace 

del conocimiento a las partes que la presente sentencia es información pública 

fundamental, por lo que este Tribunal se encuentra obligado a ponerla a disposición 

del público y mantenerla actualizada, a través de las fuentes de acceso público al 

alcance de este órgano constitucional autónomo. 

 

Lo anterior es así debido a que corresponde a la competencia 

constitucional de este Tribunal, la impartición de justicia especializada en dirimir las 

controversias que se susciten entre la administración pública local y municipal y los 

particulares; así como imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los 

servidores públicos locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a 

los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; así 
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como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias 

que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o 

Municipal o al patrimonio de los entes públicos locales o municipales; materias cuyas 

disposiciones son de orden público e interés social pues se refieren a los mecanismos 

constitucionales dl combate a la corrupción, la preservación de la seguridad jurídica, el 

fomento de la cultura de la legalidad y del Estado democrático de derecho, así como la 

rendición de cuentas de todas las autoridades por medio de la transparencia y el acceso 

a la información.  

 

  De esta forma, los artículos 70 fracción XXXVI de la ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y 8° párrafo 1 fracción VII de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública del estado de Jalisco y sus 

Municipios, al ser disposiciones de orden público y de observancia obligatoria, imponen 

a las Salas de este Tribunal la obligación de hacer públicas las resoluciones y laudos 

que se emitan en procesos o procedimientos seguidos en forma de juicio, incluso 

aquellos que no hayan causado estado o ejecutoria; sin que por ello se estime 

vulnerado el derecho de privacidad, pues el interesado en que se suprima la 

información  que la Ley clasifica como confidencial, podrá acudir a ejercicio de los 

derechos ARCO previsto en los artículos 43 de la Ley General de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

lo anterior es así pues la finalidad de las disposiciones legales referidas con antelación 

es garantizar el acceso de toda persona a la información gubernamental, debiéndose 

favorecer en principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en 

posesión de los sujetos obligados, que sólo puede restringirse de manera excepcional 

bajo criterios de razonabilidad y proporcionalidad, con el fin de que no se impida el 

ejercicio de aquel derecho en su totalidad; estimar lo contrario conculcaría los principios 

constitucionales de transparentar y dar publicidad al actuar de las autoridades del 

Estado Mexicano y de los particulares involucrados voluntariamente en asuntos 

públicos, así como promover la rendición de cuentas en la construcción de un Estado 

democrático de derecho, basado en una cultura de la legalidad.     

 

Así, con fundamento en los artículos 89, al 95 y demás aplicables a la Ley 

de Justicia Administrativa para el Estado, se concluye la presente controversia, con los 

siguientes: 

 

R E S O L U T I V O S 

 

PRIMERO. - Se declaran infundados los agravios hechos valer en el 

Recurso de Reclamación planteado por la Parte demandada, en contra del proveído 

con fecha 25 veinticinco de marzo del año 2026 dos mil veintiséis, dentro del juicio en 

materia administrativa 
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[No.9]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76]. 

 

SEGUNDO. - Se confirma el acuerdo recurrido. 

 

NOTIFÍQUESE. 

Así lo resolvió la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Jalisco, por unanimidad de votos de los Magistrados Avelino Bravo Cacho 

(Presidente), Fany Lorena Jiménez Aguirre (Ponente) y; José Ramón Jiménez Gutiérrez 

ante el Secretario General de acuerdos Sergio Castañeda Fletes, quien autoriza y da fe.  

 

 

Avelino Bravo Cacho Fany Lorena Jiménez Aguirre 

Magistrado (Presidente) Magistrada Ponente 

  

 

José Ramón Jiménez Gutiérrez 

Magistrado 

 

Sergio Castañeda Fletes 

Secretario General de Acuerdos 

FLJA/JMSA 



 

 

 
 
 
 
 

Avenida Lázaro Cárdenas 2305 Zona 1, interior L-11 y L-101 Colonia Las Torres  

Código Postal 44920 Guadalajara, Jalisco (33)36-48-16-70 Y 3648-1679 

 

FUNDAMENTACION LEGAL 

*LGPPICR. Lineamientos Generales para la Protección de la Información Confidencial y 

Reservada que deberán observar los Sujetos Obligados previstos en la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

 

No.1 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.2 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.3 ELIMINADO_el_nombre_completo en 2 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.4 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.5 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.6 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.7 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 
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jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.8 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.9 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedim

iento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 


